RECURSO DE REPOSICIÓN CONTRA LIQUIDACIÓN DE LA “TASA POR LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO DE RECOGIDA, TRANSPORTE Y TRATAMIENTO DE RESIDUOS DEL AYUNTAMIENTO DE PINTO”

AL  AYUNTAMIENTO DE PINTO

D. /D.ª …………………………………………………………………………….    mayor de edad, con DNI …………………y domicilio a efectos de notificaciones en……………………………………………………..en nombre propio [o en representación de D./D.ª …………………………..y con NIF ……………comparece y como mejor proceda en Derecho
EXPONE
Primero. Que con fecha ……………………………le ha sido notificada la liquidación núm. …………………………………….. correspondiente a la “tasa por prestación del servicio de recogida, transporte y tratamiento de residuos urbanos” del ejercicio 2025, por importe de …………………..euros, girada por ese Ayuntamiento con fundamento en la Ordenanza Fiscal 2.22, aprobada en Pleno de 29 de diciembre de 2024 y publicada en el BOCM de 31 de diciembre de 2024, reguladora de la referida tasa.
Segundo. Que con fecha ………………………mediante ……………., realicé el pago íntegro de la liquidación por importe de …………. cuyo justificante se adjunta como Documento núm.  ………….
Tercero. Que, por medio del presente escrito, y dentro del plazo de un mes desde su notificación, interpone RECURSO DE REPOSICIÓN contra la referida liquidación, de conformidad con los artículos 123 y 124 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común, en relación —según resulte de aplicación— con el artículo 14 del Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales (TRLRHL, Real Decreto Legislativo 2/2004) y la Ley 58/2003, General Tributaria, interesando la devolución de ingresos indebidos (arts.  221 y 31 LGT) con sus intereses de demora (art.  32 LGT), por no ser la liquidación objeto de recurso conforme a Derecho y lesionar mis intereses legítimos, en base a los siguientes 
HECHOS
1.— La metodología de cálculo aplicada por la Ordenanza municipal no refleja el coste real ni previsible del servicio individualmente prestado y adopta criterios ajenos a la efectiva generación de residuos por cada usuario. En particular, la cuantía liquidada deriva de fórmulas que toman como única magnitud relevante el valor catastral del inmueble y no guardan relación directa con la conducta o aportación de residuos del obligado, y que además mezclan residuos de origen no estrictamente doméstico , distorsionando el reparto. 

2. No consta una memoria o informe técnico-económico suficiente, transparente y verificable que justifique, con datos actualizados y trazables, la estructura de costes del servicio (infraestructura, recogida, transporte y tratamiento), su imputación a categorías homogéneas de usuarios y la traslación proporcionada a las tarifas. En su defecto, no puede afirmarse que la suma de las cuotas no exceda del coste real o previsible ni que exista correlación entre cuantía exigida y coste del servicio efectivamente prestado al contribuyente.
3. En el caso de Pinto se introduce una clasificación en cuanto al lugar de recogida de residuos: “En el casco urbano”, y “Fuera del casco urbano”, que es un factor de consideración en cuanto al cálculo de la cuota, tanto la parte fija como la variable, y que no está debidamente cuantificado ni justificado por informe detallado alguno.
4. En cuanto al cálculo de la cuota en el casco urbano se introducen las siguientes tipologías: “Inmuebles de uso garaje residencial”, Inmuebles de uso “Ocío” y “Hostelería”, “Inmuebles uso “Comercial”, y “resto de Inmuebles”. Resulta evidente que el cálculo para los inmuebles de uso Comercial y Ocío y Hostelería es manifiestamente injusto ya que no se discrimina entre las diversas actividades incluidas bajo ese epígrafe con lo que de nuevo se incumple el principio de “quien contamina paga”.
3. La configuración actual genera resultados notoriamente desproporcionados y discriminatorios, con fuertes diferencias  no vinculadas al comportamiento individual, y que penalizan a personas y comercios que deben pagar cuotas que no se ajustan al principio de la tasa “quien contamina paga”.
4. La liquidación recurrida carece de motivación suficiente sobre los elementos esenciales de cuantificación aplicados al caso concreto (tramos, coeficientes, parámetros y fuentes de los datos), impidiendo el control del ciudadano y su derecho de defensa.
FUNDAMENTOS DE DERECHO
I. Régimen jurídico y competencia. El recurso se interpone conforme a los artículos 123 y 124 de la Ley 39/2015 y, en el ámbito tributario local, a lo dispuesto en el artículo 14 TRLRHL y la Ley 58/2003, contra acto de gestión recaudatoria de naturaleza tributaria.
II. Principio “quien contamina paga” y exigencia de correlación con el coste del servicio. La Directiva (UE) 2018/851, de 30 de mayo, que modifica la Directiva 2008/98/CE sobre residuos, establece que, de acuerdo con el principio de que quien contamina paga, los costes de gestión de residuos —incluida la infraestructura y su funcionamiento— deben imputarse al productor inicial de los residuos o poseedores, y que las contribuciones no excedan de los costes necesarios, fijados con transparencia entre los agentes afectados (artículo 14 y artículo 8 bis.4, letra c). 
La transposición interna se ha efectuado mediante la Ley 7/2022, de 8 de abril, de residuos y suelos contaminados para una economía circular, que, en sus artículos 11 y 12, impone la implantación de una tasa o prestación específica, diferenciada y no deficitaria, que refleje el coste real —directo e indirecto— de las operaciones de recogida, transporte y tratamiento, y promueva sistemas de pago por generación, con individualización suficiente para alinear incentivos con la prevención y correcta separación. 
III. Límites materiales de las tasas locales. El TRLRHL dispone que las tasas por prestación de servicios no pueden exceder, en su conjunto, del coste real o previsible del servicio y han de sustentarse en una memoria o informe técnico‑económico que cuantifique dicho coste y justifique la estructura tarifaria y su reparto entre categorías de usuarios, de modo que exista una relación razonable entre la cuantía exigida y el servicio efectivamente prestado. La utilización de magnitudes ajenas al servicio —como el valor catastral— o de promedios zonales que diluyen el comportamiento individual contraviene la naturaleza de la tasa y su conexión causal con el coste. 
IV. Proporcionalidad, igualdad y prohibición de discriminación. La adopción de cuotas fijas indiferenciadas o de coeficientes agregados por barrios/distritos, que cargan sobre residentes domésticos costes generados por actividades no domésticas, infringe los principios de proporcionalidad y de igualdad en la aplicación de los tributos, al no existir justificación objetiva y razonable vinculada a la efectiva generación de residuos del obligado. La ausencia de mecanismos de individualización razonables y de incentivos eficaces a la reducción y separación selectiva desnaturaliza la finalidad ambiental y económica de la tasa. 
V. Motivación y transparencia. La liquidación debe estar motivada con referencia expresa a los elementos de cuantificación aplicados, su fuente y justificación, para permitir el control y la defensa del contribuyente. La falta de motivación suficiente vicia el acto y conlleva su anulabilidad. 
VI. Doctrina y estándares europeos aplicables. La exigencia de que la contribución financiera no exceda del coste necesario, y de que éste se determine y comunique con transparencia, impone a la Administración local una carga de justificación que no se satisface con fórmulas opacas o agregadas que impiden verificar el ajuste al coste del servicio efectivamente prestado a cada categoría de usuarios. 
Por todo lo cual, SOLICITO
Primero. Que tenga por presentado este escrito, por interpuesto en tiempo y forma recurso de reposición contra la liquidación núm. …………., ejercicio 2025 de la tasa por recogida y tratamiento de residuos, y, previos los trámites oportunos, dicte resolución por la que:
a) Se anule la liquidación impugnada por infracción del principio “quien contamina paga”, falta de correlación con el coste real del servicio, utilización de criterios ajenos a la efectiva generación de residuos, falta de suficiencia de la memoria técnico‑económica y falta de motivación. 
b) Subsidiariamente, se acuerde la retroacción de actuaciones para que se emita, con plena transparencia, memoria técnico‑económica actualizada que desglose y acredite los costes necesarios del servicio y su adecuada imputación, y se practique nueva liquidación conforme a criterios individualizados y proporcionales a la generación efectiva de residuos, sin exceder del coste necesario. 
c) Se reconozca el derecho a la devolución de ingresos indebidos, con abono de los intereses correspondientes desde la fecha del ingreso hasta su efectiva devolución. 
Segundo. Que, al amparo de la normativa aplicable, se requiera al órgano gestor la puesta a disposición del expediente completo de liquidación, incluida la memoria o informe técnico‑económico que sustente la Ordenanza y las tarifas del ejercicio impugnado, las series y fuentes de datos utilizadas para la fijación de coeficientes y los criterios de reparto de costes entre categorías de usuarios, a efectos de su examen. 
En Pinto, a	de	de	 


[FIRMA]
D/D.ª	
DNI 

Documentación que se acompaña:
· Copia de la liquidación notificada.
· Justificante de ingreso.
· [En su caso] Documentación acreditativa de representación.



 
